Aspectos políticos y legales

Este documento ha sido adaptado del que aparece en la “Guía para la participación, proyecto: Educación Participativa sobre la Gente y la Naturaleza”, 2000,  Solís Rivera, V., et.al,  UICN, 246 p. 
1.  EL DERECHO A UN AMBIENTE SANO Y ECOLÓGICAMENTE EQUILIBRADO COMO UN DERECHO HUMANO

“Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros.  Toda persona sin distinción de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política, origen nacional o social, posición económica, nacimiento tiene los mismos derechos.  Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona…” Declaración Universal de los Derechos Humanos 1948.

“Carlos es vecino de la quebrada La Uruca, en Santa Ana,  la cual desemboca en el río Virilla y ha sido utilizada como un basurero.  Carlos tiene 12 años y considera que esta quebrada no debería ser utilizada como un basurero, puesto que la contaminación le afecta a él y a todos los vecinos del lugar.  Muy decidido, envió un telegrama a la Sala Constitucional donde expone que el botadero de basura es una violación a su derecho a la vida y a un ambiente sano, por lo que  se les debe ordenar a la Municipalidad y al Ministerio de Salud, que tomen medidas para detener este problema.

La Sala Constitucional acogió el recurso de amparo que interpuso Carlos y ordenó el cierre inmediato del botadero de basura, ya que lesiona los derechos constitucionales y condenó a la Municipalidad de Santa Ana y al Ministerio de Salud por no haber actuado.

En su sentencia, la Sala IV 
dice:

 “Toda la vida del hombre ocurre en relación inevitable con su ambiente, en especial con el mejoramiento de la calidad de vida…la calidad ambiental es un parámetro fundamental de esa calidad de vida; otros parámetros no menos importantes son salud, alimentación, trabajo, vivienda, educación, etc., pero, más importante que ellos es entender que, si bien el hombre tiene el derecho de hacer uso del ambiente para su propio desarrollo, también tiene el deber de protegerlo y preservarlo para el uso de las generaciones presentes y futuras.
… el legítimo ejercicio de un derecho tiene dos límites esenciales: por un lado, los iguales derechos de los demás y, por el otro, el ejercicio racional y el disfrute útil del derecho mismo.

La vida humana sólo es posible en solidaridad con la naturaleza que nos sutenta y nos sostiene no sólo para alimento físico, sino también como bienestar psíquico: constituye el derecho que todos los ciudadanos tenemos a vivir en un ambiente libre de contaminación, que es la base de una sociedad justa y productiva.  Es así como el artículo 21 de la Constitución Política señala:

" La vida humana es inviolable."
Es de este principio constitucional de donde innegablemente se desprende el derecho a la salud, al bienestar físico, mental y social; derecho humano que se encuentra indisolublemente ligado al derecho a la salud y a la obligación del Estado de proteger la vida humana.

Asimismo, desde el punto de vista psíquico e intelectual, el estado de ánimo depende también de la naturaleza, por lo que, al convertirse el paisaje en un espacio útil para el descanso y tiempo libre es obligación su preservación y conservación.

Aspecto protegido en el artículo 89 de la Constitución:

“Entre los fines culturales de la República están: proteger las bellezas naturales…”
Proteger la naturaleza, desde el punto de vista estético, no es comercializarla ni transformarla en mercancía, es educar al ciudadano para que aprenda a apreciar el paisaje por su valor intrínseco.

En el derecho ambiental… toda persona puede ser parte y su derecho no emana de títulos de propiedad, derechos o acciones concretas… sino que, su actuación en un proceso, responde a un interés difuso, que pertenece a todos los miembros de una determinada categoría de personas que resultan igualmente afectadas por actos ilegales que vulneran sus derechos.

… la legitimación debe ser tal que, incluso, como en este caso, un menor de edad, estudiante de primaria pueda gozar de ella, pero también cualquier otra persona con sólo que tenga el poder de articular con claridad su pretensión e interés…”

TEMAS PARA LA REFLEXIÓN Y DISCUSIÓN
· Los derechos humanos son inherentes a nuestra condición de seres humanos.

· Todos tenemos los mismos derechos.

· Todos podemos exigir que nuestros derechos sean respetados.

· Todos podemos acudir a la Sala Constitucional cuando nuestros derechos humanos son violados.

“Respeto a la vida en todas sus formas. Todos los seres vivos tienen derecho a la vida, independientemente del valor económico, actual o potencial” Artículo 9 Ley de Biodiversidad.

EL RECURSO DE AMPARO

¿ Qué es un recurso de amparo ?

Es el procedimiento establecido para garantizar el ejercicio de los derechos y libertades individuales que se otorgan en la Constitución Política. 

¿ Ante quién se presenta?

El recurso de amparo se presenta ante la Sala Cuarta de la Corte Suprema de Justicia, encargada de garantizar que, tanto el Estado como las  personas que viven en Costa Rica, respeten la Constitución Política y respeten los derechos y libertades fundamentales; esto es lo que se llama la Jurisdicción Constitucional.

¿ Cómo se presenta ?

Se puede presentar por telegrama o cualquier medio de comunicación escrito.  Se debe poner el nombre de la persona que se considera perjudicada o afectada, el nombre de la persona o institución que le ha afectado o perjudicado y los hechos que le han motivado a establecer el recurso de amparo.

¿ Qué es lo que se puede recurrir?

Cualquier acto, acuerdo o resolución que haya tomado un funcionario público.  También puede establecerse contra una omisión o sea, contra algo que no se ha hecho.

¿Quién lo puede presentar?

Cualquier persona.  Esto quiere decir que no se requiere ser mayor de edad o costarricense.  Cualquier persona que se encuentre en Costa Rica y considere que se le ha afectado un derecho fundamental puede recurrir a la Sala Cuarta.  Y no necesita abogado.

¿ Para qué sirve?

La sentencia que considera que el derecho fundamental ha sido violado, tratará de restablecer el goce de ese derecho, restablecer la situación a como estaba antes de la violación, o que se cumpla con una acción o actividad que debería haberse realizado.  Se brinda un plazo de dos meses.   Puede además condenar al pago de daños y perjuicios, cuya valoración se debe hacer en otro proceso que se llama ejecución de sentencia.

DERECHO A UN AMBIENTE SANO

“El Estado procurará el mayor bienestar a todos los habitantes del país, organizando y estimulando la producción y el más adecuado reparto de la riqueza.

Toda persona tiene derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado.  Por ello, está legitimada para denunciar los actos que infrinjan ese derecho y para reclamar la reparación del daño causado.

El Estado garantizará, defenderá y preservará ese derecho.  La Ley determinará las responsabilidades y las sanciones correspondientes”. Artículo 50 Constitución Política de Costa Rica.

“Toda persona tiene derecho a la salud, entendida como el disfrute del más alto nivel de bienestar físico, mental y social”. Ley 7909 del 3 de setiembre de 1999, Protocolo adicional a la Convención Americana sobre derechos humanos en materia de derechos económicos, sociales y culturales.

“Una empresa llamada “Palmindustrial”, desarrolla un proyecto para construir una planta extractora de aceite con un costo de $3 383 677, en un sitio conocido como La Guaria de Río Claro, en un lote al lado de la carretera interamericana sur.  

Esta planta tendrá al principio  capacidad para procesar 12 toneladas de racimos de fruta fresca por hora,  para el año 2002 ascenderá a 20 toneraladas por hora.

Estos racimos serán entregados por productores afiliados a la empresa, con lo cual se beneficiarán aproximadamente 400 familias de propietarios de palma y 50 familias de los empleados que se requerirán para la operación de la planta. 

Entre otros residuos, la planta producirá 147 m3/día de aguas residuales provenientes de la esterilización de las frutas y la clarificación, los cuales se vertirán al río Esquinas, luego de ser tratados anaeróbicamente, en tres lagunas.  

Este río pasa por el Parque Nacional Piedras Blancas y desemboca en el Golfo Dulce, en un recorrido de dieciocho kilómetros desde la zona de vertido. 

El Golfo Dulce no tiene corrientes marinas, por lo que se ha considerado como un enorme lago, con características de salinidad y profundidad muy particulares.  Posee ecosistemas y vida marina muy especial como, por ejemplo, zonas de coral ubicadas en la desembocadura,   poblaciones residentes de delfines y ballenas que lo visitan anualmente.  Posee otras características que no han sido estudiadas por la ciencia.  

Se elaboró un estudio de impacto ambiental, que trata de identificar los posibles cambios sobre el ambiente y recomienda  medidas correctivas, el cual fue aprobado por el órgano competente, la Secretaría Técnica Nacional (SETENA).  

El estudio de impacto ambiental fue aprobado porque el nivel de contaminación en los vertidos no sobrepasa los estándares permitidos por ley, sin embargo, por las características del Golfo Dulce estos se irán acumulando gradualmente y afectarán, a la postre, la vida marina en ese sitio del cual dependen, directamente, unas 100 familias de pescadores artesanales, unas 1 000 asociadas al turismo en la zona y  15 000 pobladores locales.  

Algunas personas de la comunidad se encuentran muy preocupadas por la contaminación que  pueden causar los residuos lanzados al río, los cuales se acumularán en el Golfo Dulce, por la ausencia de corrientes que los distribuyan.  

Dichas personas se han dirigido a la Defensoría de los Habitantes para solicitar su intervención,  que interponga sus oficios de negociación y logre que “Palmindustrial” busque otra alternativa para el vertido de sus aguas residuales industriales, por cuanto esto afecta el derecho a un ambiente sano y al modelo de producción de estas personas”.

TEMAS PARA LA REFLEXIÓN Y DISCUSIÓN

· Existen derechos que pertenecen a las personas en forma individual, como el derecho a la propiedad privada o al comercio, y otros que pertenecen a la sociedad, como el derecho a la salud.

· En muchas situaciones se pueden presentar conflictos entre los derechos individuales y los derechos sociales.

· Para la conciliación de los derechos individuales y sociales debe haber espacios de reflexión, análisis, negociación y conciliación.

La Defensoría de los habitantes.

¿Qué es la Defensoría de los habitantes?

La Defensoría de los habitantes es el órgano encargado de proteger los derechos e intereses de los habitantes.  Es un órgano independiente, nombrado por la Asamblea Legislativa.  Dentro de su organización existe un área dedicada a la calidad de vida.  

¿Qué hace?

Realiza investigaciones para analizar el funcionamiento del sector público de manera que se ajuste a la moral, la justicia, la Constitución Política, las leyes, los convenios, los tratados, los pactos suscritos por el Gobierno y los principios generales de Derecho.  Puede inspeccionar las oficinas públicas.

¿Quién puede solicitar su ayuda?

Toda persona, física o jurídica, puede dirigirse a la Defensoría.  No existen formalidades ni procedimientos especiales. 

¿Qué pueden hacer?

La Defensoría formula, al órgano respectivo, las advertencias, recomendaciones o recordatorios de sus deberes legales y sugerencias para la rectificación correspondiente o la adopción de nuevas medidas.  Puede emitir una censura pública por actos o comportamientos lesivos a los derechos e intereses de los habitantes. Puede sugerir reformas legales a la Asamblea Legislativa.  Puede presentar denuncias al Ministerio Público o establecer Recursos de Amparo o Inconstitucionalidad.  Aunque sus recomendaciones no son obligatorias de cumplir, representan una llamada de atención importante, además de que pueden servir de negociadores en un problema de su interés.

 DERECHO A UN AMBIENTE ECOLÓGICAMENTE EQUILIBRADO

“Esto sabemos: la tierra no pertenece al hombre; el hombre pertenece a la tierra.  Esto sabemos. Todo va enlazado, como la sangre que une a una familia. Todo va enlazado.  Todo lo que le ocurra a la tierra le ocurrirá a los hijos de la tierra.  El hombre no tejió la trama de la vida; él es sólo un hilo.  Lo que hace con la trama se lo hace a sí mismo”. 
 Carta del Jefe Seatle, 1854.

“El Señor Salazar Venegas tiene una finca ubicada en el sitio conocido como Los Planes, una pequeña comunidad de finqueros que limita con el norte del Parque Nacional Corcovado, dentro de la Reserva Forestal Golfo Dulce.  Esta zona es reconocida como parte del corredor biológico que une genéticamente a Corcovado con el Parque Nacional Piedras Blancas.

Su finca cuenta con 92 ha de bosque natural; solicitó un permiso para el aprovechamiento forestal de 55 ha, a la Oficina Forestal de Rincón de Osa.  O sea, un permiso para cortar 330 árboles (6 árboles por hectárea), que de acuerdo con las regulaciones actuales está permitido.  

La finca data de 1974, cuatro años antes de la creación de la Reserva Forestal.  Aunque no tiene escritura, tiene plano catastrado y está en trámite de información posesoria. El Plan de Manejo Forestal fue elaborado por un ingeniero forestal, el cual estableció un período de corta de tres años; en cada período se proponía cortar 110 árboles.

En la zona donde se planeaba la corta, se encuentra la naciente del Río Drake, el cual es usado para dotar de agua a varias comunidades, así como a fincas aledañas.  Este río es navegable en sus últimos 2 000 metros y se usa para acceder en lancha hasta el campo de aterrizaje de avionetas, en la comunidad de Progreso.  

La corta de los primeros 110 árboles se realizó en 1998 y 1999, y produjo 330 tucas. Se utilizó maquinaria pesada para hacer las trochas en el bosque y para la corta, traslado y cargado de las tucas producto.  Para transportarlas pasaron 74 camiones, en un período de 15 días. El camino sufrió severos daños y quedó intransitable en la época de lluvia.  

Las trochas en el bosque produjeron gran escorrentía, que saturó los ríos y riachuelos  perjudicando  las tomas para agua potable de los vecinos. En el bosque quedaron grandes claros, mayores de los normales, lo que afectó varios microhábitats; la flora y fauna silvestres sufrieron un impacto. 

Los vecinos afectados se dirigieron a la Municipalidad para que detuviera el permiso de corta forestal.  La Municipalidad acudió a la Procuraduría General de la República para buscar su asesoría legal y obtener un pronunciamiento. 

Sus argumentos se basaron en el Código Municipal que establece la competencia de la Municipalidad en la administración de los bienes y servicios del cantón, sobre todo en este caso que la corta afectó las nacientes de agua y la carretera, producto del trabajo comunal y de la Municipalidad. 

La Procuraduría General de la República emitió un pronunciamiento que obliga a los interesados en aprovechar su bosque, a presentar escritura de propiedad y prohíbe a la Administración Pública que dé permisos solamente con base en la información posesoria.  La Oficina Forestal tuvo que acatar el pronunciamiento y rescindir el permiso otorgado”.

TEMAS PARA LA REFLEXIÓN Y DISCUSIÓN

· El interés privado no puede estar por encima del interés público.

· “El servidor público deberá desempeñar sus funciones de modo que satisfagan, primordialmente, el interés público, el cual será considerado como la expresión de los intereses individuales coincidentes de los administrados”. Artículo 113. Ley General de Administración Pública.

· "Criterio de interés público ambiental: el uso de los elementos de la biodiversidad deberá garantizar las opciones de desarrollo de las futuras generaciones, la seguridad alimentaria, la conservación de los ecosistemas, la protección de la salud humana y el mejoramiento de la calidad de vida de los ciudadanos". Artículo 11. Ley de Biodiversidad.

En un caso similar al anterior, dentro de un Regufio de Vida Silvestre la Sala Constitucional dijo:

“La estabilidad ecológica del refugio es sostenida por el armónico aprovechamiento de los recursos de la zona… dicho refugio sostiene un régimen de propiedad privada…si bien es cierto, el propietario puede explotar su propiedad dentro del Refugio, lo es también que el Estado tiene la responsabilidad de asegurar que las actividades que se realicen dentro de esas zonas estén sujetas a controles desarrollados en la ley y sus reglamentos, en acatamiento a lo que sobre esta materia prescribe el artículo 50 de la Constitución Política…existiendo un adecuado plan de manejo forestal, los humedales no tienen que sufrir por la erosión provocada por la tala, ya que dicho plan debe a consecuencia en los respectivos estudios de impacto ambiental, los que necesariamente deben efectuarse dentro de ese plan forestal, prever la ejecución de actos dentro de áreas protegidas para que no produzcan o puedan llegar a producir daños ecológicos en esas áreas…”
 

La Procuraduría General de la República

¿Qué es la Procuraduría General de la República?

La Procuraduría General de la República es la institución que brinda la asesoría legal al Estado y lo representa en los juicios que se establecen contra él.  Es principalmente un órgano de consulta; su opinión la emite a través de dictámenes y pronunciamientos, los cuales son obligatorios para la Administración Pública, o sea para las instituciones gubernamentales.  En los delitos contra el ambiente es parte del proceso penal.

¿Cómo se organiza?

Tiene un Procurador General, un Procurador General Adjunto y luego se organiza a través de procuraduría encargadas por materias.  De relevancia en materia ambiental se encuentra la Procuraduría Ambiental y de la Zona Marítimo Terrestre

¿Cuáles son sus funciones?

Defender el patrimonio nacional para garantizar el derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Velar por la aplicación de convenios, tratados internacionales, leyes, reglamentos y otras disposiciones sobre esas materias. Defender los derechos humanos de los habitantes de la República. Podría coordinar con ONG´s, Municipalidades o Asociaciones de Desarrollo Comunal programas de información jurídica en materia ambiental.

¿Quiénes pueden solicitar su ayuda?

Los órganos que pueden remitir consultas a la Procuraduría General de la República son los jerarcas de la Administración Pública.

DERECHOS INDÍGENAS.

“María nació en Coto Brus, vivía con sus padres hasta que se enamoró de Juan.  Doña Josefa se oponía a su noviazgo, entonces un día cansada de discutir se fue a vivir con Juan.  No había cumplido los quince años.  Meses después tuvieron su primer bebé.  

Doña Josefa interpuso una denuncia contra Juan por el delito de estupro, que comete quien tiene relaciones con una menor de quince años.  Durante el proceso, se hicieron las paces en la familia al ver que Juan velaba por su familia, proveyendo el techo, comida, ropa y medicinas para su mujer y su hijo.  

El Tribunal Superior Penal de Pérez Zeledón absolvió a Juan considerando que ambos son indígenas, con principios y costumbres propias de ellos, que "es costumbre en Brus Malís que las parejas se junten antes que la mujer alcance los quince años”
. 

Costa Rica ratificó, en 1992, el Convenio sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, no. 169 de la Organización Internacional del Trabajo.  En aquel momento, la Sala Constitucional al opinar sobre la constitucionalidad de este Tratado dijo:

“En lo que se refiere a Costa Rica, nueve grupos autóctonos subsisten en diferentes reservas o territorios y suman unos 30 000 habitantes, o sea un 1% de la población nacional aproximadamente… el principal problema que afrontan es la constante pérdida de sus tierras, sobre todo porque, pese a la legislación vigente, 
 todavía no son dueños de ellas…Las invasiones a sus tierras no han podido ser detenidas, (a pesar de que la ley prohíbe cualquier tipo de ocupación por tercero), por el hecho de que no están demarcadas en el terreno…La legislación vigente no reconoce sus formas propias de organización, y los obliga a agruparse, jurídicamente, alrededor de las Asociaciones de Desarrollo Comunal o como simples asociaciones sin fines de lucro, que les imponen modelos de organización y competencias extrañas. El Convenio refleja los más caros valores de nuestra nacionalidad democrática, desarrollando los derechos humanos de los indígenas costarricenses…”

En otra sentencia más reciente la Sala Constitucional reconoce que para proteger los derechos indígenas se debe brindar una protección especial y diferenciada.

“…Según este principio debe darse un mismo trato a los iguales y un trato diferente a los desiguales: debido a que las diferencias existentes entre los sujetos, justifican dar un trato diverso.  Estas diferencias o situaciones particulares constituyen lo que la Sala ha denominado elementos objetivos de diferenciación, que justifican y ameritan un trato diferente conocido en la doctrina constitucional como discriminación positiva, que consiste en dar un tratamiento especial a aquellas personas o grupos que se encuentren en una situación de desventaja con respecto a los demás…Existen diversos instrumentos jurídicos tendientes a fomentar esa igualdad real entre los sujetos; entre ellos puede ubicarse la situación particular de los aborígenes, quienes tradicionalmente han sido marginados, por razones históricas, sociales, económicas y culturales.  Ellos sufren las consecuencias de una sociedad que no comprende ni respeta sus diferencias; y que en ocasiones tiende a verlos como seres incapaces de dirigir sus propias vidas y destinos…”

En los cantones de Corredores, Coto Brus, Golfito y Osa de la Provincia de Puntarenas habitan       

2 036  guaymíes.

El aprovechamiento de recursos naturales dentro de las reservas indígenas es un asunto que debe ser regulado por el MINAET, de acuerdo con la legislación ambiental vigente, pero dentro de lo establecido en el Convenio 169, junto con las autoridades indígenas. 

TEMAS PARA LA REFLEXIÓN Y DISCUSIÓN

· “Solamente los indígenas podrán construir casas, talar árboles, explotar los recursos maderables o plantar cultivos para su provecho dentro de los límites de las reservas”. Artículo 6, Ley Indígena.
· “Los derechos de los pueblos interesados en los recursos naturales existentes en sus tierras deberán protegerse especialmente.  Estos derechos comprenden el derecho de esos pueblos a participar en la utilización, administración y conservación de dichos recursos”. Artículo 15, Convenio 169.
· “Cada Parte Contratante, en la medida de lo posible y según proceda:

Con arreglo a su legislación nacional, respetará, preservará y mantendrá los conocimientos, las innovaciones y prácticas de las comunidades indígenas y locales que entrañen estilos tradicionales de vida pertinentes para la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica y promoverá su aplicación más amplia, con la aprobación y la participación de quienes posean esos conocimientos, innovaciones y prácticas y fomentará que los beneficios derivados se compartan equitativamente” Artículo 8, inciso j. Convenio de Diversidad Biológica.
CASO No. 1

COORDINACIÓN INTERINSTITUCIONAL

La compañía “Palmarius” contrató los servicios de una empresa de fumigación aérea, la cual realizó una irrigación de un herbicida en una finca plantada de palma aceitera.  Esta finca colinda al este con la carretera nacional que comunica a Puerto Jiménez con Rincón y Chacarita; al oeste con un riachuelo rodeado de un parche de bosque;  al norte con un pequeño humedal y al sur con un río permanente.  

La fumigación no tenía receta del Regente y la gente que caminaba por la calle recibía gotitas de rocío del líquido regado, por cuanto el helicóptero cerraba las boquillas de aspersión muy cerca de la calle, ya que hasta el propio borde  de la cerca había palma sembrada.  

La zona de humedal, el riachuelo y el río permanente, también resultaron afectados por la irrigación del agroquímico.  En la casa de un vecino, un niño asmático tuvo que ser llevado al hospital por la aspiración del químico.  

Los vecinos se quejan de que estas prácticas producen contaminación en sus fuentes de agua, provocan alergias y molestias generales en las personas que habitan en  las colindancias de la finca de “Palmarius”.  

Pero, por otro lado, la empresa es una de las alternativas socioproductivas más importantes que tiene la gente de la Península de Osa”.

El Contralor del Ambiente 

La Ley Orgánica del Ambiente crea el Contralor del Ambiente para vigilar la aplicación de esta ley, que tiene dentro de sus objetivos la prevención de los daños que se puedan causar al ambiente.  Para cumplir con sus funciones puede coordinar con otras instituciones competentes como el Ministerio de Salud o el Ministerio de Agricultura y Ganadería.

TEMAS PARA LA REFLEXIÓN Y DISCUSIÓN

· El ejercicio de las actividades productivas debe realizarse en estricto cumplimiento de las regulaciones ambientales, laborales y el respeto a los derechos humanos.

· El derecho a un ambiente sano se encuentra en el artículo 50 de la Constitución Política que estimula la producción.

· Existen muchas instituciones que deben velar por la calidad de vida de los habitantes, entre ellas el Ministerio de Salud, que tiene una división de saneamiento ambiental y oficinas regionales en todo el país y el Ministerio de Agricultura, en cuanto a la utilización de agroquímicos.
CASO No. 2

 INFRACCIONES AMBIENTALES

La compañía promotora de la siembra de palma aceitera “Palmarius”, alquiló la finca de un propietario con el objetivo de ampliar la zona de siembra y obtener así mayor rendimiento. 

Esta compañía ordenó y supervisó la corta de un parche boscoso a orillas de un riachuelo intermitente y dentro del área de 100 metros de una naciente de agua. 

La ley forestal no. 7575 ha declarado áreas de protección:

a. Las áreas que bordeen nacientes permanentes, en un radio de cien metros.

b. 15 metros a ambos lados de las riberas de los ríos, quebradas o arroyos que se amplían a 50 metros cuando el terreno es quebrado.

c. 50 metros en las riberas de los lagos y embalses naturales y en los lagos o embalses artificiales del Estado.

d. Las áreas de recarga y los acuíferos de los manantiales.

En éstas áreas es prohibida la corta de árboles y constituye un delito.

Se hizo la inspección a la propiedad y se determinó la corta de árboles y el barrido con maquinaria de una zona de tacotal hasta el cauce mismo del riachuelo, en un área de 40 ha, ubicadas a ambos lados y a lo largo de unos 2 km de este riachuelo.  

Los vecinos interpusieron la denuncia ante el Tribunal Ambiental Administrativo por la violación a la ley forestal y también a la Ley de Conservación de Vida Silvestre ya que esta zona servía de refugio para monos araña y congos, así como para diversos tipos de fauna que la usan como corredor biológico entre otros parches más grandes de bosque.  Además, funcionaba como amortiguador de la erosión del riachuelo y sostenía su agua por más tiempo en el verano, al proporcionarle sombra y humedad a lo largo del cauce.

Tribunal Ambiental Administrativo

¿Qué es el Tribunal Ambiental Administrativo?

En materia ambiental existen muchas instituciones que son competentes, tanto del Gobierno Central como instituciones descentralizadas.  La Ley Orgánica del Ambiente creó el Tribunal Ambiental Administrativo para que agote la vía administrativa, esto quiere decir para que resuelva en última instancia los casos que se le presentan por violación a la legislación ambiental.

¿Quiénes pueden hacer denuncias?

Cualquier persona puede hacer una denuncia.  Debe indicar el nombre y domicilio tanto del que hace la denuncia como de la persona que cree que cometió la violación a la legislación ambiental; debe describir los hechos; aportar pruebas si existen; e indicar un lugar donde se le puede localizar para informarle del proceso.  Puede realizarse por cualquier medio de comunicación, inclusive en forma oral, pero dentro de los ocho días siguientes se deberá enviar por escrito.

¿Qué pueden hacer?

Cuando se recibe la denuncia se inicia un procedimiento administrativo para investigar los hechos denunciados.  Pueden hacer inspecciones, solicitar informes, todo aquello que sea necesario para averiguar la verdad real. 

Cuando los hechos denunciados son muy graves y se teme que ocasionen daños irreparables o de difícil reparación, puede ordenar medidas cautelares, que son aquellas medidas que intentan prevenir el daño.  Puede ser una orden de paralización inmediata de los actos que originan la denuncia, una suspensión temporal o una clausura.

El Tribunal Ambiental Administrativo emite una resolución que es obligatoria y puede establecer una indemnización con base en los daños producidos.  Las indemnizaciones tratan de establecer un valor al daño ocasionado.

CASO No. 3

DELITOS AMBIENTALES

“En la comunidad de Río Nuevo, cerca de Puerto Jiménez de Golfito, una persona cortó un árbol de cristóbal a la orilla de la carretera, en terrenos municipales.  El cristóbal es una especie forestal que se encuentra amenazada por lo que se ha establecido una veda. 

Se realizó una inspección en la que se determinó que el árbol estaba sano y que, de acuerdo con su cubicaje, el cálculo de costo le daba un valor de ¢4.3 millones, aproximadamente, y que se encontraba en un sitio solitario, sin bosque y alejado de cualquier vivienda.  

También se determinó que la persona responsable de la corta era el Sr. Dimario Jinesta, quien tenía un documento en el que el Alcalde Municipal de Golfito lo autorizaba a cortar y aprovechar el árbol, por considerar que el mismo era peligroso para las personas que circulaban por ahí.  

El Sr. Jinesta solicitó permiso de corta en la Oficina Forestal de Rincón.  Uno de sus subalternos realizó una inspección con base en la que otorgó permiso de corta por razones de seguridad humana, según lo que establece el Artículo 19 de la Ley Forestal #7575.  

Se interpuso una denuncia ante el Ministerio Público contra:                                                                                      -

el Sr. Jinesta por no respetar las vedas forestales declaradas y aprovechar los recursos forestales en terrenos del Estado para fines diferentes a los establecidos por la ley, artículo 58, con pena de prisión de 3 meses a 3 años.

·  el Alcalde Municipal por el delito de peculado que comete un funcionario público cuando sustrae o distrae bienes cuya administración le ha sido confiada y tiene una sanción de prisión de 3 a 12 años, y por abuso de autoridad al haber aprobado un hecho fuera de su competencia.

· el Jefe de la Oficina Forestal de Rincón por falsedad ideológica al insertar, en el permiso de corta, una declaración falsa, puesto que el árbol no estaba dañado, y que tiene pena de prisión de 1 a 6 años.

Este caso puede tener muchos finales para el señor Jinesta, el Alcalde y el Jefe de la Oficina Forestal de Rincón.  Tomemos el caso del señor Jinesta.

Final # 1

El señor Jinesta no tiene antecedentes penales, se ha mostrado arrepentido del hecho y como la pena del delito no excede los tres años, el Juez le ha otorgado el beneficio de ejecución condicional.  Es decir, no va ir a prisión y va a cumplir las condiciones que considere el Juez.

Final # 2

El señor Jinesta admite que ha cometido el delito y solicita una suspensión del procedimiento a prueba.  Ha presentado un plan de reparación del daño causado y las condiciones en que las va a cumplir.  En este plan ha incluido la reforestación de un terreno municipal, el cuido de los árboles por tres años, así como el pago del arreglo de un vehículo del MINAET.  El tribunal le ha aceptado esta suspensión y le advierte que, en caso de incumplimiento, el proceso penal seguirá adelante.

Final # 3

El Tribunal ofrece una conciliación, el MINAET negocia directamente con el señor Jinesta la reparación del daño causado y presenta la propuesta para que el Tribunal la homologue o sea, la apruebe. En la conciliación el señor Jinesta acepta apoyar al MINAET durante un año con gasolina, reparaciones de vehículos y llantas.

TEMAS PARA LA REFLEXIÓN Y DISCUSIÓN
· “A nadie se hará sufrir pena sino por delito, cuasidelito o falta, sancionados por ley anterior y en virtud de sentencia firme dictada por autoridad competente, previa oportunidad concedida al indiciado para ejecitar su defensa y mediante la necesaria demostración de culpabilidad”. Artículo 39 de la Constitución Política.
· “El imputado deberá ser considerado inocente en todas las etapas del procedimiento, mientras no se declare su culpabilidad en sentencia firme, conforme a las reglas establecidas en este Código.  En caso de duda sobre las cuestiones de hecho, se favorecerá al imputado.  Hasta la declaratoria de culpabilidad, ninguna autoridad pública podrá presentar a una persona como culpable ni brindar información sobre ella en ese sentido”. Artículo 9. Código Procesal Penal.
· Las sanciones penales se aplican en última instancia cuando todos los controles administrativos han fallado.

· Se debe probar que el hecho es un delito, pero sobre todo, se debe probar quién lo cometió.

· “Será reprimido con prisión de 1 a 6 años el que denunciare o acusare ante la autoridad como autor o partícipe de un delito de acción pública a una persona que sabe inocente o simulare contra ella la existencia de pruebas materiales.  La pena será de 3 a 8 años de prisión si resultare la condena de la persona inocente”. Artículo 317. Denuncias,querella calumniosa y calumnia real.
El proceso penal

¿Qué es el  Ministerio Público?

El Ministerio Público es la dependencia del Poder Judicial que ejerce la acción penal, en aquellos delitos de interés público.  Son los que preparan el caso para llevarlo ante el Juez, que es quien administra justicia.

¿Qué es el OIJ?

El Organismo de Investigación Judicial (OIJ), apoya en el descubrimiento y verificación científica de los delitos y los presuntos responsables.

¿Quiénes pueden interponer una denuncia?

Todas las personas que conozcan de un delito de acción pública pueden denunciarlo al Ministerio Público, a un tribunal con competencia penal o a la Policía Judicial.  Se puede presentar en forma escrita o verbal.  Los funcionarios públicos están obligados a denunciar los delitos que conozcan en el ejercicio de sus funciones. 

¿Se puede participar en el proceso penal?

En los delitos que afectan intereses colectivos o difusos, como son los ambientales, las asociaciones, fundaciones y otros entes cuyos objetivos se relacionan con el tema son considerados como víctimas.  Por tal razón, pueden intervenir en el procedimiento, se les informa de las resoluciones, si han señalado lugar para notificaciones e inclusive, podrían apelar si se desestima una denuncia o se sobresee definitivamente al imputado.

¿Si se me ha causado un daño, puedo obtener una indemnización?

En un proceso penal, las personas que han sido perjudicadas pueden establecer una acción civil resarcitoria con el objetivo de que se les repararen los daños y perjuicios ocasionados. Podría ser que el imputado sea absuelto del cargo penal pero condenado al pago de los daños y perjuicios, que son calculados en el juicio.

¿Si se le ha causado un daño al ambiente?

Cuando se trata de un daño social que afecta intereses colectivos o difusos, la Procuraduría General de la República puede establecer una acción civil.

En este capítulo se demuestra cómo muchas comunidades han ido conociendo  y apropiándose de las normas jurídicas, de instancias administrativas y de nuevos conocimientos, para favorecer el cumplimiento de los derechos a un ambiente sano.  De allí la importancia de que las comunidades tomen un papel cada vez más activo en la identificación de problemas y en la participación para la búsqueda de soluciones.

Principales leyes sobre ambiente en Costa Rica

Ley Orgánica del Ambiente #7554, 28 de setiembre de 1995
La Ley Orgánica del Ambiente es una ley general que regula los recursos naturales y crea el Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones.  Procura alcanzar un ambiente sano y ecológicamente equilibrado para todos los costarricenses.

Establece la responsabilidad del Estado de velar por el uso sostenible y abre espacios para la participación de la sociedad civil, a través de los Consejos Regionales Ambientales.

Crea un Tribunal Ambiental Administrativo que recibe denuncias sobre hechos que atentan contra el ambiente, y un Contralor del Ambiente dentro del MINAET para vigilar la aplicación de esta ley.

Ley de conservación de la vida silvestre #7317, 21 octubre 1992

Establece regulaciones sobre este recurso en forma integral.  El uso que se le da a través de la caza y la pesca, los zoocriaderos, la taxidermia, acuarios, viveros, etc.

La fauna silvestre es de dominio público y la flora silvestre es de interés público, o sea que es de interés nacional su uso sostenible y conservación.

Esta ley sanciona con pena de prisión o multas algunas acciones que atentan contra la conservación de este recurso y crea refugios donde se promueve su protección e investigación.

Ley Forestal # 7575, 5 de febrero de 1996
La ley forestal procura buscar un equilibrio entre la conservación, protección y administración de los bosques y su aprovechamiento e industrialización.    

Establece el Plan de Manejo como el instrumento que permite un aprovechamiento sostenible de los bosques y la figura del regente forestal para su control y vigilancia.  Incluye las regulaciones sobre servicios ambientales y crea el Fondo Nacional de Financiamiento Forestal, FONAFIFO.

Prevé también la aplicación de sanciones y multa para algunas actividades que van en contra de la conservación de los recursos forestales.

Ley de Biodiversidad, # 7788 del 23 de abril 1998

Fue aprobada en 1998 para lograr la conservación y el uso sostenible de la biodiversidad, así como la distribución justa de los beneficios derivados.

Es una ley que regula principalmente los aspectos genéticos, las unidades de herencia de los seres vivos, la forma en que la gente las utiliza y cómo se pueden beneficiar de ellas.  Reconoce el valor del conocimiento que, a lo largo de la historia, las personas y comunidades han hecho de este recurso.

Estos recursos son de dominio público, o sea, pertenecen al Estado, el cual debe velar porque su uso sea sostenible y brinde beneficios a la mayor cantidad de personas.

El órgano encargado de aplicar estas leyes es el Área de Conservación donde se encuentren los interesados, del Sistema Nacional de Áreas de Conservación del Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones (SINAC-MINAET).

Ley de la zona marítimo-terrestre no. 6043,  2 de marzo de 1977
Esta ley regula la zona marítimo terrestre como patrimonio nacional, que pertenece al Estado.  Regula lo relacionado con su conservación, uso y aprovechamiento.  La zona marítimo terrestre es una franja de doscientos metros a lo largo de los litorales Atlántico y Pacífico, que incluye también las islas, islotes y peñascos marítimos.  Se ha dividido en dos secciones: la zona pública, de cincuentra metros a partir de la linea de pleamar ordinaria y la zona restringida, constituida por la franja de ciento cincuenta metros.  Para utilizar los recursos en la zona marítimo terrestre se debe contar con autorización de los órganos correspondientes y las construcciones deben obedecer los instrumentos de planificación existentes en la zona.

Ley General de Caminos Públicos no. 5060 del 22 de agosto de 1972 y sus reformas

La Ley General de Caminos Públicos regula todo lo referentes a la red vial nacional y cantonal.  La primera es administrada por el Ministerio de Obras Públicas y Transporte y comprende las carreteras primarias, secundarias que conectan cabeceras cantonales, y terciarias que sirven de colectoras de tránsito para las dos anteriores.  La red vial cantonal es administrada por la Municipalidad y comprende los caminos vecinales, locales y no clasificados.

Ley General de Salud no. 5395, 23 de octubre de 1973

Regula el derecho a la salud desde un punto de vista general.  Otorga la competencia de su aplicación al Ministerio de Salud.    Regula las actividades que se orientan a brindar servicios de salud, alimentos y medicinas, calidad del agua, desechos sólidos, contaminación de distintas fuentes.

Ley de Aguas no. 276 del 27 de agosto de 1942
Declara de dominio público las aguas nacionales.  Establece la necesidad de solicitar una concesión para la utilización del agua.  Crea la figura del Inspector Cantonal de Agua para conocer de los conflictos por el uso de las aguas. El Departamento de Aguas se encuentra actualmente adscrito al Instituto Metereológico Nacional, una dependencia del Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones (MINAET).

INSTANCIAS ADMINISTRATIVAS Y RELACIÓN CON EL RECURSO NATURAL

(Principales acciones y leyes competentes)

	Recurso
	Institución 
	Tramita o niega permisos, control y vigilancia sobre el recurso
	Ley o leyes competentes




	AGUA
	MINAET: Dpto. de Aguas

(Cada oficina Subrregional-MINAET
Min.SALUD 

MINAET
Acueductos y Alcantarillados(AyA)

Municipalidades


	Concesiones para aprovechamiento

Permisos para descarga de aguas obtenidas de aprovechamiento de cauces y drenaje agrícola.

Perforación de Pozos de aguas.

Aprovechamiento de aguas para electricidad.

Permisos para efectuar obras en los causes.

Control

Control

Protección

Ejecución de Obras

Ejecución de Obras


	Ley Orgánica del Ambiente

Ley General de Salud

Ley de Aguas

Ley Conservación de la Vida Silvestre

Ley Orgánica del A y A

Código Municipal

	FORESTAL


	MINAET: Cada Oficina Subrregional.
	Planes de Manejo del Bosque

Aprovechamiento de árboles en terrenos de uso agropecuario.

Certificados de Origen y tránsito de madera en vías públicas.

Incentivos para la Conservación del Bosque.
	Ley Forestal



	VIDA SILVESTRE
	MINAET: Cada Oficina Subrregional
	Cacería, pesca, extracción de flora y aprovechamiento de fauna para subsistencia.

Recolecta de flora y fauna con fines científicos o comerciales.

Exposición, tránsito en vías públicas de flora y fauna.

Inscripción de zoológicos. Zoocriaderos, acuarios, viveros.

Exportación e Importación de flora y fauna.
	Ley de Vida Silvestre

	MINERIA
	MINAET: Dirección de Geología y Minas a través de Cada Oficina Subrregional
	Aprovechamiento de Materiales de cauces de ríos.

Permisos  y concesiones de explotación(minería).
	Código de Minería

	ENERGÍA
	MINAET: Dirección General de Hidrocarburos a través de Cada Oficina Subrregional
	Proyectos globales de explotación y exploración suscritos por el Poder Ejecutivo.
	Ley de Hidrocarburos

	SUELOS
	Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo.

Catastro Nacional

Municipalidad del Lugar
	Tiene que ver con Planes de Ordenamiento Territorial:

Planes Reguladores

Aprovechamiento de terrenos por zonas definidas: habitaciones, comercio, industria, recreación, etc,
	Código Municipal

Ley de Planificación Urbana

	ZONA MARITIMO TERRESTRE

(Procuradoría  Ambiental de la Zona Marítimo Terrestre)
	Instituto Costarricense de Turismo

Instituto de Desarrollo Agrario

Municipalidad del Lugar

INCOPESCA(sede en Quepos)
	Uso, ocupación, aprovechamiento de terrenos ubicados en la zona restringida.

Concesiones otorgadas en la zona restringida.

Urbanización y proyectos en la zona restringida.

Control de la zona

Sobre Pesca y caza Marítima
	Ley  Orgánica del Ambiente

Ley Zona Marítimo Terrestre

Ley sobre creación de la Procuraduría  Ambiental y de la Zona Marítima.

Ley de Pesca y caza Marítima

	BIODIVERSIDAD 
	MINAET-SINAC
	Protección, regula aspectos genéticos

Distribución justa de beneficios


	Ley de Biodiversidad



	DESECHOS
	MINAET
Min.SALUD

MUNICIPALIDADES
	Control

Políticas

Ejecución
	Ley Orgánica del Ambiente

Ley General de Salud

Código Municipal

	CONTAMINACION SONICA
	Min.SALUD

MOPT
	Control
	Ley General de Salud

Reglamento para el Control de la Contaminación del Ruído.

Reglamento Higiene Industrial

Ley de Tránsito

	AIRE
	MOPT

MINAET
Min.SALUD
	Control

Control

Control
	Ley de Tránsito

Ley de Orgánica del Ambiente

Ley General de Salud

	PLAGUICIDAS
	Min.Salud

MINAET
MAG


	Registro de sustancias

Políticas

Control
	Ley Gral de Salud

Ley del Ambiente

Reglamento de Plaguicidas

Ley Sanidad Vegetal



	Evaluaciones de Impacto Ambiental
	MINAET:
Secretaría Técnica Ambiental SETENA

	Las actividades humanas que alteren o destruyan elementos del ambiente o generen residuos, materiales tóxicos o peligrosos requerirán una evaluación de impacto ambiental.
	Ley Orgánica del Ambiente

	
	
	
	

	CONTRALOR AMBIENTAL
	MINAET

	Atención de Denuncias
	Ley Orgánica del Ambiente

	TRIBUNAL AMBIENTAL ADMINISTRATIVO
	MINAET
	Conoce y resuelve las denuncias por violación a la legislación ambiental vigente

Establece indemnizaciones  por los daños producidos.
	Ley Orgánica del Ambiente

	DEFENSORIA DE LOS HABITANTES
	
	Protege los derechos e intereses de los habitantes.

Vela por el buen funcionamiento del sector público
	Ley del Defensor de los Habitantes























� Los casos incluidos en este documento son reales.  Sin embargo, algunos nombres han sido cambiados.


� Voto no. 3705-93 Sala Constituciona, 15:00 del  30 julio de 1993.


� ¿Por qué se llama Sala Cuarta?  Porque en la Corte Suprema de Justicia, que es el órgano de mayor jerarquía en el Poder Judicial que administra la Justicia, existen cuatro salas.  La primera atiende los asuntos civiles, entre ciudadanos.  La segunda, los asuntos conteciosos administrativos o sea del Estado.  La tercera, los asuntos laborales (de trabajo) y penales.  La cuarta,  se creó en 1989, para garantizar el respeto de los derechos y libertades fundamentales establecidos en la Constitución Política y los tratados internacionales de los derechos humanos.


� A este principio se le llama “equidad intergeneracional” que es la base del desarrollo sostenible, un modelo de desarrollo que satisface las necesidades de las generaciones presentes pero, que no limita las oportunidades de desarrollo de las generaciones futuras.


� En 1854 el “Gran Jefe Blanco” de Washington, en Estados Unidos hizo una oferta por una gran extensión de tierras indias prometiendo crear una reserva para el pueblo indígena.  La respuesta del Jefe Seatle es una declaración bella y profunda sobre la relación ser humano-naturaleza.


� Resolución no. 1888-95 Sala Constitucional 9:18 del 7 de abril de 1995. 


� Sentencia no. 19-90 Tribunal Superior Penal de Pérez Zeledón, San Isidro de El General, 16:00 horas del 6 de febrero de 1990.  Tomado de: Espinoza, Lisbeth; Aguilar, Grethel; “Compendio de legislación indígena con énfasis en protección de sus territorios”. CEDARENA, San José, 1996.166 p.


� En 1977 se promulgó la Ley Indígena donde declara las reservas indígenas y se le otorga su propiedad a las comunidades indígenas, declarándolas inalienables e imprescriptibles, no transferibles y exclusivas para ellos.


� Voto no. 2253-96 Sala Constitucional 15:39 del 14 de mayo de 1996.
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